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1.
Introducción
1.1
En la Cumbre Euromediterránea de Consejos Económicos y Sociales e Instituciones Similares, celebrada en Valencia los días 18 y 19 de noviembre de 2004, se decidió que uno de los temas de debate para la próxima cumbre fuera el papel de los órganos consultivos y de las organizaciones socioprofesionales en la aplicación de los acuerdos de asociación y en el marco de la política europea de vecindad. El presente documento informativo ha sido elaborado por el Comité Económico y Social Europeo (CESE) en colaboración con los consejos económicos y sociales de Grecia, Túnez e Israel, y con representantes de los medios económicos y sociales de Marruecos.

1.2.
En el transcurso del proceso de integración europea, las instituciones comunes han ido desarrollando políticas para entablar con los países y pueblos que vivían al otro lado de las fronteras del territorio comunitario relaciones positivas de cooperación y diálogo al objeto de promover la paz, la estabilidad y los intercambios. Un ejemplo que se remonta a los años setenta son la Asociación Europea de Libre Comercio (AELC) y, posteriormente, también el Espacio Económico Europeo (EEE). Con las grandes transformaciones geopolíticas de finales de los años ochenta, fue natural que los países liberados del bloque soviético se prepararan para ser miembros de la UE, recomponiendo así el área habitada por los pueblos europeos que había sido trastornada por la guerra 50 años antes.

1.3.
Los países mediterráneos, por su parte, siempre han sido objeto, desde finales de los años ochenta, de una atención particular. Pero fue sólo en 1995 cuando la experiencia de las relaciones con estos países permitió dar un salto cualitativo en las relaciones euromediterráneas: en efecto, la conferencia interministerial de Barcelona definió la primera perspectiva estructurada de asociación. Han sido instrumentos de esta asociación los Acuerdos de Asociación (AA) y las acciones de carácter regional en que han participado todos los países europeos y de la cuenca mediterránea. Las actividades de asociación se han financiado en el marco del programa MEDA (I y II), así como con préstamos del BEI y el concurso de capitales privados.

1.4.
Transcurridos casi diez años de la conferencia interministerial de Barcelona, tras la ampliación de la UE a 25 Estados miembros y con la perspectiva de la adhesión de otros miembros en los próximos años, las autoridades comunitarias han definido una nueva "política europea de vecindad" (PEV) destinada a todos los países limítrofes, incluidos los países mediterráneos separados del territorio comunitario por la "frontera marítima". Aunque los países que abarca la PEV son muchos más
, el presente documento, por su naturaleza, tendrá en cuenta únicamente a los países mediterráneos. Por otra parte, la PEV ha sido concebida de manera que pueda adaptarse a las particularidades de los países y regiones limítrofes y, por consiguiente, también en el contexto mediterráneo deberá contemplar las diferencias y distintas necesidades de los países y regiones correspondientes.

1.5.
Los instrumentos que utiliza la PEV son los planes nacionales de acción (PNA), que indican prioridades, objetivos y períodos a corto o medio plazo para llevar a cabo, conjuntamente, la puesta en común de objetivos, valores y políticas. Los PNA, negociados con los países interesados y aprobados por sus respectivos consejos de asociación, deberían representar la vía de cooperación, compartida por los países interesados y la UE, a partir de las necesidades específicas de los países a los que se dirige la propia PEV. Pero la PEV prevé también acciones sobre una base subregional y cooperaciones a diversos niveles, incluidos los niveles territorial, local y transfronterizo. 

1.5.1.
Según la interpretación de las propias autoridades comunitarias
, la PEV no sustituye a la Asociación Euromediterránea, sino que capitaliza su experiencia y el acervo acumulado, como los contenidos de los AA. La PEV, además
, debería dotarse de mayores recursos con relación a los programas MEDA I y II, y también las modalidades de distribución de dichos recursos deberían superar ciertas rigideces de procedimiento observadas en los programas precedentes. Hasta el año 2006, la ejecución de los PNA se hará utilizando los recursos a disposición del programa MEDA (y TACIS para los países de Europa Oriental), mientras que de 2007 a 2013, deberían ser las próximas perspectivas financieras las que definieran la cuantía de los propios recursos que se incluirán, probablemente, en la línea presupuestaria más general de la política exterior reforzada de la UE, posiblemente con el concurso de otras líneas presupuestarias (programas de investigación, Fondos Estructurales, etc.). Naturalmente, también aquí podrán intervenir el BEI y, presumiblemente, los inversores privados.

1.6.
El presente documento, a través de un análisis transversal de los AA y, sobre todo, de los PNA aprobados o propuestos hasta ahora, tiene por objeto:

· indicar los ámbitos, las condiciones y las modalidades posibles de participación de los interlocutores sociales y otras organizaciones de la sociedad civil en la realización de la asociación en el nuevo marco de la PEV;

· motivar la necesidad de la implicación de los órganos consultivos y de los agentes arriba indicados como intrínseca al desarrollo de la Asociación Euromediterránea y de la PEV;

· respaldar el papel y la visibilidad de los comités y consejos consultivos allí donde existan y contribuir a fomentar su creación en los países donde todavía no existen, como instrumentos indispensables para un proceso de elaboración de decisiones democrático y transparente;

· pedir a los agentes institucionales de la UE y de los países socios mediterráneos (PSM) la participación sistemática de los comités o consejos consultivos y las organizaciones de la sociedad civil, en la medida de sus competencias, en todas las políticas y acciones que se lleven a cabo.

1.7.
En este documento no se incluirán, o se hará de manera sucinta y a través de referencias en notas a pie de página, los contenidos y argumentos de informes anteriores, en particular del informe Dimitriadis para la cumbre de Malta (Por una mayor participación nacional y regional de la sociedad civil organizada en la Asociación Euromediterránea)
, que se dan por asumidos. 

2. Ámbitos, condiciones y modalidades de participación
2.1. Las políticas de asociación y de buena vecindad prevén una amplia gama de acciones comunes: desde políticas macroeconómicas hasta políticas sociales, desde la consolidación de las instituciones democráticas hasta la garantía de los derechos fundamentales, desde la modernización de las estructuras productivas industriales, agrarias y de servicios hasta la descentralización administrativa, desde la igualdad de oportunidades hasta políticas migratorias, etc. En teoría, no existe ningún ámbito de la PEV en el que no sea deseable, por no decir necesario, una participación adecuada de la sociedad civil.

2.2. 
La participación es un principio y su aplicación práctica puede adoptar diversas formas, pero no debe considerarse como una relación genérica y no estructurada con cualquier tipo de organización, sino que se precisan marcos de referencia para garantizar la participación tanto de los agentes de la sociedad civil como de los interlocutores institucionales. Dicho marco      –que debe estar bien definido en cada uno de los países de la UE y en la propia UE– debería proponerse también a los PSM en los documentos de la asociación y la PEV y en su aplicación, no para "exportar" de manera mecánica el modelo de desarrollo económico y social europeo, sino para que este modelo puede servir de base para la construcción de modelos participativos adaptados a la situación de los diversos países socios. Para que la participación de la sociedad civil sea eficaz y contribuya a fortalecer la legitimidad de las decisiones políticas, es indispensable que las organizaciones disfruten de una amplia autonomía (incluso en un marco normativo si fuera necesario), sean democráticas y representativas y puedan defender siempre un desarrollo compatible y equitativo de su propio país o territorio: esto no debe significar nunca una renuncia a la crítica constructiva o la aceptación tácita de las posiciones del gobierno, de otras instituciones, de los partidos políticos o de los grupos de presión del país de que se trate. Lamentablemente, ninguno de los documentos examinados (documentos de la Comisión y planes de acción), salvo algunas alusiones generales a las necesidades de consulta con algunos agentes sociales, prevé la participación explícita y sustancial de órganos consultivos, interlocutores sociales u organizaciones de la sociedad civil en la puesta en práctica de las políticas a que se refiere el presente documento.

2.3. 
Es evidente que las modalidades de participación pueden variar entre distintos países y dentro del propio país, en función de los niveles y de las políticas que deben desarrollarse. La existencia de comités o consejos consultivos puede contribuir de manera relevante, pero también puede ser necesaria la consulta a organizaciones que representan intereses específicos: cabe pensar, por ejemplo, en las políticas de desarrollo sostenible para cuya aplicación son indispensables tanto las organizaciones de los interlocutores sociales como las organizaciones que se ocupan de la protección del medio ambiente. O en las políticas de lucha contra la pobreza, que implican una concertación estrecha entre las autoridades y los interlocutores sociales, sobre todo en lo que se refiere a la promoción de la participación en el mercado de trabajo, pero que deben articularse también en el territorio y aprovechar la experiencia de las ONG que tratan de mejorar las condiciones de vida de los más desfavorecidos.

2.3.1. Todos los planes de acción señalan la necesidad de fomentar el respeto de los derechos humanos. Se trata de una política esencial que debe dejarse al margen del ritual de afirmaciones e impulsarse para que se convierta en una acción concreta y participativa. No existe ninguna situación en la que se garantice el respeto de los derechos humanos de una vez por todas. Es frecuente que los derechos humanos estén establecidos de manera formal, pero que las organizaciones que los fomentan encuentren obstáculos en sus actividades. Por consiguiente, debe prestarse una atención permanente a que el desarrollo de los derechos humanos sea positivo y constituya un parámetro presente en toda política de desarrollo (integración), y a que todas las mejoras se premien con mayores facilidades económicas.

2.3.2. Del mismo modo, todo plan de acción incluye el objetivo de la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, así como el fomento del papel de la mujer en las sociedades de los PSM. El papel real de la mujer en las organizaciones de la sociedad civil de estos países está creciendo, pero menos de lo que merecería el compromiso económico, social y cultural real de las mujeres de los PSM. El desarrollo de las condiciones de la mujer en la vida económica, social y política requiere el reconocimiento pleno de su derecho a la igualdad. Una vez más, la participación de las asociaciones de mujeres en la aplicación de estas prioridades es un prerrequisito metodológico esencial. No obstante, también es necesario actuar sobre el terreno e implicar al resto de la sociedad en la lucha contra la discriminación y la igualdad de oportunidades mediante acciones de sensibilización, formación e información, ya sea para eliminar los obstáculos legislativos que existen todavía o, sobre todo, para modificar radicalmente los comportamientos y hábitos discriminatorios en contra de las mujeres.

3. ¿Por qué la participación es indispensable para el desarrollo económico y democrático? 

Las dinámicas de participación y negociación son, en los países europeos tras la II Guerra Mundial, un fenómeno que se ha desarrollado y enriquecido con el paso del tiempo con diferentes instrumentos y modalidades de realización, pero se han considerado siempre como un elemento intrínseco del modelo de desarrollo económico y social europeo. La utilidad y el carácter imprescindible de las formas de participación no constituyen un dogma, sino una realidad históricamente demostrable. Democracia y participación no son prerrogativas exclusivamente europeas
, sino que constituyen actualmente un patrimonio de los Estados miembros de la UE que se debe reconocer y salvaguardar. Sus efectos sobre el desarrollo económico y social de la integración comunitaria suelen citarse a menudo. En los países de Europa Central y Oriental, el cambio de sistema político, la aplicación de las reformas y la incorporación del acervo comunitario no habrían sido posibles sin la participación de la sociedad civil y la consulta a los interlocutores sociales
. 

3.1.
Una objeción que se plantea con frecuencia, en el contexto de países que están buscando su propia vía de desarrollo y que tienen ingresos medios o bajos, es que, en primer lugar, es necesario que la economía crezca y, en un segundo tiempo, podrán participar las organizaciones de la sociedad civil. Con una lógica similar, se dice que, en primer lugar, debe realizarse un fuerte desarrollo industrial y posteriormente se adoptarán medidas para proteger el medio ambiente. A esta objeción se puede responder con diversos argumentos, entre los que cabe señalar los siguientes:

· un desarrollo económico que no vaya acompañado de un desarrollo adecuado de las dinámicas sociales crea o aumenta la dimensión de las bolsas de pobreza y, por consiguiente, el riesgo de inestabilidad interna y la radicalización de las posiciones políticas: es evidente que esto representa un grave riesgo para la democracia;

· si las organizaciones de la sociedad civil intervienen en las decisiones, los costes –y la aparente dilatación del tiempo necesario– son menores de los que puede traer consigo un desarrollo económico no participativo, no comprendido y, por consiguiente, no compartido por la sociedad, que acabará oponiéndose al progreso;

· análogamente, en materia de medio ambiente, la integración de los costes de una prevención correcta evita el riesgo de desastres medioambientales cuyos costes humanos y financieros son mucho más importantes;

· la práctica participativa implica un flujo de información regular y estructurado entre las instituciones y la sociedad, que favorece la determinación de los programas y la aplicación de las políticas de manera más eficaz, transparente, realista y socialmente aceptable.

3.2
La Asociación Euromediterránea y la PEV pretenden lograr la estabilidad, la paz y el desarrollo del diálogo, así como compartir valores. Ninguno de estos objetivos puede alcanzarse de manera estable únicamente a través de las instituciones o de las administraciones. Por otra parte, la acción de coordinación de los consejos económicos y sociales y órganos similares en el proceso de Barcelona ha demostrado de manera concreta la gran importancia de llegar a una capacidad de diálogo entre representantes de distintos intereses y de países con problemas diversos y aparentemente en conflicto (por ejemplo, la cooperación entre el Consejo Económico y Social palestino (PESC) y el Consejo Económico y Social israelí (IESC) – véase el anexo 1). 

4. El papel específico de los órganos consultivos 
4.1. 
La función consultiva es una actividad útil de representación y composición de intereses: sus dictámenes, sugerencias y críticas constituyen ya una mediación que puede considerarse como la voz de la mayoría de la sociedad civil organizada. 

4.2. 
Precisamente por su función específica y su composición, se debería pedir a los órganos consultivos que se pronunciaran tanto sobre las orientaciones generales de reforma como sobre los instrumentos para su puesta en práctica. También el control de las reformas y de sus efectos puede ser útilmente llevado a cabo por dichos órganos, que representan no sólo los intereses, sino también las sensibilidades de los diversos componentes de la sociedad civil.

4.2.1. Los comités y consejos consultivos –allí donde existen– deben poder actuar de manera independiente. Su estatus debe definirse claramente a nivel jurídico y deben garantizarse los recursos necesarios para su funcionamiento. Independientemente de las formas de financiación elegidas, ésta no debe en ningún caso menoscabar la autonomía y la independencia de los miembros que componen estos organismos.

4.2.1.1. En concreto, es importante que la ley por la que se constituyan los comités o consejos consultivos establezca los siguientes aspectos: composición del órgano, normas de designación de los miembros (que deberían basarse en todo momento en nombramientos efectuados de manera independiente por los interlocutores sociales y las demás organizaciones de la sociedad civil) y duración de su mandato; competencias del órgano (en general); derecho a recibir información/obligación de las autoridades de informar a dicho órgano de todos los asuntos de interés general o que tengan repercusiones en el ámbito económico y social; temas sobre los que las autoridades deben solicitar un dictamen del órgano consultivo; derechos, deberes y garantías formales y exigibles para que los miembros puedan ejercer libremente su mandato y, en especial, para que no puedan ser perseguidos por haber expresado sus opiniones; condiciones para el cumplimiento de la función de los consejeros que incluyan normas transparentes sobre financiación de las actividades, mediante un presupuesto de financiación pública firme y transparente que deberá estar sujeto a una rendición de cuentas igualmente transparente del uso de los recursos por lo que se refiere al reembolso de los gastos, dietas, personal y estructuras; competencia del órgano para establecer su propio reglamento interno; así como derecho a opinar aunque no se le consulte (dictámenes de iniciativa).

4.2.1.2. Un órgano consultivo debe estar protegido frente a toda interferencia o presión exterior, pero también debe dar pruebas de responsabilidad, eficacia, autonomía y visión global. Al mismo tiempo, debe ser capaz de dialogar con las autoridades políticas e institucionales, ejerciendo su independencia en la elaboración de dictámenes y valoraciones. La función consultiva no debe estar sujeta a la censura ni ser ignorada. En cambio, las autoridades legislativas y gubernamentales están interesadas en difundir las posiciones del órgano consultivo y motivar la aceptación o rechazo de sus consejos: de hecho, los organismos consultivos constituyen, merced a su amplia representación de intereses, una especie de puente entre la sociedad civil y las instituciones. El ejercicio de la democracia implica que el diálogo entre órganos institucionales y organizaciones sociales sea transparente y real, que cada agente sea responsable de sus opiniones y pueda defenderlas ante las distintas autoridades competentes. La legitimidad de las organizaciones de la sociedad civil debe reconocerse mediante criterios transparentes de evaluación y valorizarse como un aspecto fundamental del desarrollo económico, social y democrático de un país.

4.2.1.3. Una condición importante para que la función consultiva se ejerza de manera competente y eficaz es que las organizaciones que participen en los órganos consultivos sean sólidas y representativas. Dado que los interlocutores sociales constituyen la base del desarrollo económico y social, si una debilidad estructural u ocasional merma la representatividad o la capacidad de presentar propuestas de los sindicatos y las organizaciones empresariales, es necesario reforzarlos mediante procesos de desarrollo de las capacidades que la UE debe apoyar. Asimismo, la evaluación de la representatividad real de las organizaciones debería basarse en un conjunto de criterios cuantitativos y cualitativos: en efecto, un número considerable de miembros no siempre garantiza la coherencia de una organización, al igual que una buena capacidad de análisis o de formular propuestas no siempre logra generar inmediatamente una amplia respuesta  en la sociedad. 

De la misma forma, habrá que ocuparse del refuerzo y la formación de los demás agentes sociales y valorizar, en particular, el potencial de desarrollo de las ONG, empresas y redes de la economía social que pueden constituir un importante punto de referencia para el crecimiento de las sociedades de los PSM y el desarrollo de la función consultiva.

4.2.2. Es frecuente que algunas organizaciones de la sociedad civil no estén representadas directamente en el órgano consultivo. De hecho, la diversidad y vitalidad de estas organizaciones en algunos países dan pie a una multiplicación de organizaciones que suelen competir entre sí. Si se aspirara a la presencia de todos los agentes en el órgano consultivo, éste tendría un tamaño difícil de gestionar. En este caso, es importante que el propio órgano consultivo facilite ocasiones de diálogo y consulta, de manera periódica, con las organizaciones de la sociedad civil que no tienen representación directa y que, merced a su actividad, demuestran que pueden contribuir al desarrollo del marco económico y social del país. Por lo demás, cuando hay muchos agentes sociales organizados, conviene convencer a las ONG y a las organizaciones de la denominada "economía social" (cooperativas, mutuas, asociaciones para el desarrollo, etc.) de que deben crear estructuras de enlace y de conexión en red de las actividades, con el fin de exponer de manera unificada los intereses comunes de los sectores económicos y sociales en los que ejercen su función.

4.2.3. En efecto, la participación de los agentes de la sociedad civil debe superar una práctica corriente en los PSM, e incluso en los Estados miembros de la UE, que consiste en utilizar a las diferentes organizaciones de la sociedad civil como ejecutores de las políticas y medidas que las administraciones nacionales y locales no consiguen gestionar por sí solas. Aunque no debe excluirse esta función, sobre todo, debe reconocerse a las organizaciones que actúan sobre el terreno y a los agentes socioprofesionales como destinatarios de información precisa, utilizable y transparente, como órganos capaces de emitir propuestas que contribuyan de manera significativa tanto a la elaboración de las políticas propias de su ámbito de actuación como al proceso decisorio relativo a estas políticas y, por lo tanto, a su aplicación y a la consiguiente evaluación.

4.3. 
Es deseable la existencia de órganos consultivos. Pero la decisión de crearlos ha de surgir únicamente de una necesidad sentida y manifestada por las sociedades interesadas, que deben ser informadas y poder expresar su parecer al respecto. Como norma, se deberán entablar debates públicos y seminarios para recabar las diversas opiniones sobre la materia, ya que de esta manera se crean instrumentos verdaderamente propios a la sociedad civil organizada en lugar de organismos elitistas y desconocidos para la opinión pública. (Véase la ficha sobre la situación de la función consultiva en los PSM que figura en el anexo 2).
4.4. 
La inexistencia de un órgano consultivo no exime a los responsables políticos del deber de incluir a las organizaciones de los interlocutores sociales y de la sociedad civil en aquellos temas de interés general que se refieran al desarrollo económico y social del país, algo que puede lograrse por medio de diversas modalidades estructuradas de participación, consulta y concertación.

5. Las responsabilidades de las instituciones
5.1. Después de todas las consideraciones expuestas, resulta claro que el éxito de la PEV está vinculado estrechamente a la capacidad de las autoridades de los PSM y de la UE para lograr la participación de la sociedad civil de ambas partes en una aplicación beneficiosa de manera recíproca de los PNA.

5.2. Sin embargo, la puesta en marcha de la PEV no ha sido acertada y habrá que actuar con diligencia y precisión para que su aplicación no se vea comprometida ni siquiera en parte: de hecho, las negociaciones tuvieron lugar en el círculo restringido de las administraciones de ambas partes y los propios planes de acción presentan una serie de puntos críticos en cuanto a la forma y el contenido.

5.2.1. En primer lugar, aunque las instituciones de la UE presenten la PEV como un proceso "a medida", basta leer los PNA de los distintos PSM que han firmado acuerdos de asociación con la UE para comprobar la gran similitud de la mayor parte del contenido (en algunos puntos, una similitud incluso "demasiado" grande). Ello no augura nada bueno con vistas a su aplicación, dado que cada PSM tiene características propias que deberían tenerse en cuenta si se quiere realizar un trabajo de cooperación motivador y eficaz para ambas partes y las sociedades interesadas.

5.2.2. En segundo lugar, es evidente que el contenido de los PNA da prioridad a la adaptación económica y a las garantías en términos de seguridad frente a la atención general y coherente respecto de los efectos de su aplicación en el conjunto del tejido económico y social de los PSM: en concreto, las referencias a las repercusiones sociales de las estrategias acordadas son prácticamente nulas, o genéricas e insuficientes, aunque resulta demasiado evidente que un proceso de reforma de la economía y de la estructura de producción que permita a los productos de los PSM acceder al mercado europeo, y viceversa, provocará importantes transformaciones sociales que deberían haberse tenido en cuenta y mencionado en la fase de redacción de los PNA. Por consiguiente, durante el proceso de aplicación deberá prestarse una enorme atención a los posibles efectos que, en términos de bienestar social, pueden producir los cambios económicos en las condiciones sociales. El siguiente ejemplo sirve de muestra: en algunos PSM la cobertura sanitaria es extremadamente exigua y cubre entre el 15 y el 20%, como máximo, de la población, por lo que cabe suponer que son sólo los empleados de la administración y de las empresas públicas. Esta cobertura puede verse todavía más reducida con la privatización de una parte o del conjunto del sector público y es inimaginable el cambio a un sistema de seguro médico privado y obligatorio; por todo ello, será necesario implantar un sistema público de asistencia médica que, aunque se limite en un principio a la atención básica, pueda ampliarse posteriormente –a medida que se creen las condiciones– hasta garantizar a todos los ciudadanos el acceso a una asistencia de calidad. La experiencia en el ámbito de las organizaciones de la sociedad civil debería tenerse en cuenta y valorizarse en todo momento. Efectivamente, sin este tipo de intervención se podrían producir enormes desequilibrios sociales y humanos ante los que resulta absolutamente marginal e insuficiente la indicación recurrente en los PNA de trabajar juntos en determinados temas relativos a la seguridad social, por lo que debe completarse de manera solícita con programas que reciban recursos suficientes para reforzar las capacidades administrativa, planificadora y de gestión al respecto.

5.2.3. Por lo demás, incluso para el mundo empresarial puede ser una prueba especialmente dura la comparación directa con un mercado tan sofisticado y exigente como el mercado europeo. A este respecto, no se determinan claramente las prioridades para afrontar este problema. Tanto el CESE como las cumbres socioprofesionales euromediterráneas han insistido en numerosos dictámenes y contribuciones en la necesidad de fomentar la creación de redes para las experiencias empresariales en la región euromediterránea y de impulsar la capacidad emprendedora, comercial y de investigación y desarrollo de las empresas (en especial, las PYME y las microempresas
), adaptándola a las condiciones de los distintos PSM, con vistas tanto a la creación de una zona de libre comercio como a la integración de los mercados.

5.2.4. De acuerdo con el enfoque y los objetivos del presente documento informativo, suscita enorme perplejidad el que –salvo una excepción, que confirma la regla– los órganos consultivos y los agentes económicos, sociales y socioprofesionales hayan quedado excluidos de la fase preparatoria de los PNA. No cabe duda de que ello es achacable, en parte, a los gobiernos de los PSM, que consideraron suficiente la participación de las administraciones propias sin consultar a la sociedad civil, pero también a la Comisión y los Estados miembros de la UE      –zonas de diálogo social, de prácticas consolidadas de consulta y concertación– que no han proporcionado ninguna indicación sobre la necesaria participación de la sociedad civil. La única mención a la participación de determinados tipos de organizaciones sociales se refiere de manera totalmente genérica e insuficiente a la aplicación de los planes propiamente dichos (intervención de los consumidores y de las ONG con fines medioambientales).

5.2.5. Dado que los PNA ya han sido aprobados o lo serán próximamente, es necesario velar por que su aplicación implique todo lo posible a la sociedad civil, lo que permitirá evitar el riesgo real de una burocratización progresiva de las relaciones euromediterráneas. Además, habida cuenta del carácter evolutivo que la PEV contempla para este proceso y dado que, tras los primeros controles previstos, la PEV espera adoptar acuerdos y compromisos recíprocos más exigentes, también existe una necesidad de recuperar y valorizar en esta fase ulterior la contribución de los consejos y comités económicos y sociales y de las organizaciones de la sociedad civil en general, tanto a la hora de evaluar la primera fase como de planificar los contenidos de las fases sucesivas.

5.2.6. Por último, es necesario poner rápidamente fin a la incertidumbre que ha suscitado el aplazamiento de las decisiones relativas a las perspectivas financieras. Es cierto que la puesta en marcha de la fase inicial de la PEV debería verse cubierta hasta 2006 por los programas MEDA (y TACIS para los países del Este y el Cáucaso) pero, dada la importancia y la ambición estratégica de la PEV, la falta –por ahora– de definición en lo relativo al montante de los recursos comunitarios y a su distribución entre las distintas líneas presupuestarias no ofrece buenas perspectivas para los países asociados de la PEV.

6.
Conclusiones: varias indicaciones a los gobiernos de los PSM y las instituciones de la UE para concretar la participación de los órganos consultivos, los interlocutores sociales y demás agentes de la sociedad civil en la realización de las políticas de asociación y en la PEV

6.1.
La coordinación euromediterránea de los órganos consultivos y las organizaciones socioprofesionales, como espacio de democracia participativa, diálogo, conocimiento recíproco y profundización de los temas esenciales del desarrollo económico y social, desempeña desde hace diez años una función fundamental de fomento de las condiciones de paz y estabilidad de la zona. Por lo tanto, ha llegado el momento de que las instituciones de ambas partes lo reconozcan y respondan de forma positiva a sus peticiones fundadas de una realización más participativa y, en consecuencia, mejor de la asociación y de la PEV. Ello debe dar lugar a las acciones expuestas a continuación.

6.1.1.
En los PSM que cuentan con órganos consultivos, informarles con suficiente antelación, fomentando la elaboración autónoma de dictámenes y apoyando la formación de sus miembros, así como su capacidad para representar las necesidades de la sociedad civil organizada.

6.1.2.
Apoyar el desarrollo de la representatividad de los interlocutores sociales en los PSM mediante el impulso de los contactos con sus homólogos de los Estados miembros de la UE y la organización de actividades de formación conjunta, y extraer conclusiones operativas sobre las dificultades que ha planteado la puesta en marcha de los programas MEDA
 y el éxito del programa TACIS, que pueden constituir una referencia útil. Apoyar la existencia y comprometerse a crear y desarrollar redes de intercambio y cooperación, a nivel sectorial, entre las organizaciones de los interlocutores sociales y de la sociedad civil de la UE y los PSM y también dentro de los PSM, con el fin de favorecer el crecimiento de dinámicas de intercambio, de diálogo y cooperación Sur-Sur.

6.1.3.
Establecer la práctica de que, antes de cada reunión de los órganos de aplicación de los PNA (comités y grupos de trabajo), se facilite una información adecuada y con suficiente antelación a los órganos consultivos para que puedan expresar su opinión; y de que, una vez concluida la reunión, se ofrezca información a posteriori sobre los resultados obtenidos. Ello requiere una dotación de recursos humanos y financieros para que estos agentes sociales puedan reunirse, evaluar debidamente las repercusiones de los puntos del orden del día y formular críticas y propuestas. No debe excluirse, como propone la Plataforma no gubernamental euromediterránea, la constitución de un organismo consultivo euromediterráneo específico, siempre que permita la representación de la sociedad civil organizada de los países en los que todavía no existe o no ha sido institucionalizada la función consultiva, al tiempo que cuente con el apoyo de ambas partes y sea consultado de forma sistemática. Se ha iniciado el diálogo con la Plataforma social euromediterránea al respecto y deberá profundizarse.

6.1.4.
Evaluar, en colaboración con los órganos consultivos, los aspectos de los PNA que pueden o deben realizarse con la participación de las organizaciones de la sociedad civil y favorecer la movilización de estas organizaciones en todos los niveles que sean útiles. A este respecto, se destaca la importancia de incorporar a los interlocutores sociales y ONG a nivel territorial y descentralizado.

6.1.5.
Considerar la función consultiva como un pilar de la democracia participativa: dado el compromiso de coordinación euromediterráneo de los órganos consultivos para fomentar la creación de comités o consejos económicos y sociales, todos los gobiernos deberían  evaluar la posibilidad y la conveniencia de crearlos a través de iniciativas como la ya señalada en el punto 4.3, pero, en todo caso, deberán sentirse obligados a informar, consultar y hacer partícipes a los interlocutores sociales, ONG y demás agentes socioeconómicos en la elaboración de las medidas que deben aplicarse.

6.1.6.
El CESE, junto con los comités y consejos consultivos de los Estados miembros de la UE, quiere seguir de cerca la aplicación de la PEV en contacto con la Comisión, la Asamblea Parlamentaria Euromediterránea y la Plataforma Euromediterránea de organizaciones no gubernamentales y, en colaboración con los comités y consejos consultivos de los PSM (o las organizaciones de interlocutores sociales y las organizaciones socioprofesionales de estos países), ejercerá toda la presión necesaria sobre las autoridades comunitarias y de los Estados miembros para que los principios democráticos de participación tengan una aplicación concreta mediante la intervención de todos los agentes interesados en la realización de los PNA y en la planificación y ejecución de las fases sucesivas de la PEV.

6.1.7.
El CESE, junto con los comités y consejos consultivos de los Estados miembros de la UE, así como los organismos similares y las organizaciones socioprofesionales de los PSM, intentará ante todo reforzar la cooperación establecida con la Asamblea Parlamentaria Euromediterránea, habida cuenta de que este importante órgano institucional siempre ha demostrado y seguirá demostrando una especial sensibilidad por el papel y la validez de los organismos consultivos y por las actividades de las organizaciones de la sociedad civil.

Bruselas, 8 de septiembre de 2005
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Nota: siguen anexos.

Anexo 1

La iniciativa conjunta del PESC (Consejo Económico y Social palestino) 

y del IESC (Consejo Económico y Social israelí)

Un ejemplo de cooperación entre organismos consultivos
Al término de los trabajos de la cumbre socioprofesional de Valencia (noviembre de 2004), algunos representantes de las delegaciones israelí y palestina anunciaron su intención de emprender un proceso de cooperación entre ambas instancias consultivas para determinar, analizando juntos problemas y desafíos comunes, las perspectivas de una cooperación estructurada y estable.

El profundo y obvio significado de esta iniciativa es el de dar voz de una manera positiva, coincidiendo con el anhelado restablecimiento del proceso de paz en el marco de la hoja de ruta, a las sociedades civiles organizadas israelí y palestina, demostrando así que la voluntad de afrontar juntos los problemas sociales y económicos concretos puede contribuir no sólo a un mejor entendimiento entre los dos pueblos, sino también al desarrollo de condiciones sociales, económicas y culturales favorables al restablecimiento del proceso de paz y, a largo plazo, a la consolidación de los resultados de las negociacione, así como la convivencia y colaboración pacífica entre los dos Estados vecinos. Tanto el CESE como las demás delegaciones presentes en Valencia apoyaron el proyecto del IESC y el PESC.

El IESC y el PESC iniciaron durante los primeros meses de 2005 la celebración de encuentros periódicos y establecieron una serie de grupos de trabajo de carácter temático, compuestos de manera paritaria por representantes de ambos organismos. Estos comités mixtos han examinado problemas relacionados con los siguientes temas:

	Organizaciones de carácter voluntario y sin ánimo de lucro
	Protección del medio ambiente

	Pequeña y mediana empresa
	La mujer

	Condiciones de trabajo
	Discapacidades

	Tercera edad, envejecimiento y pensiones
	Turismo

	Educación y enseñanza
	Agricultura

	Acciones conjuntas en materia sanitaria
	Industria


Cada uno de estos comités ha elaborado un documento conjunto en el que se describe brevemente la temática en cuestión, se señalan los objetivos comunes para la labor de cooperación y los sectores prioritarios que se tendrán presentes a la hora de desarrollar de manera concreta el programa, y se ofrecen a título indicativo algunas normas sobre los plazos de ejecución y los recursos necesarios.

Está previsto ofrecer durante la cumbre socioprofesional que se celebrará en Jordania una amplia presentación de los primeros resultados y las perspectivas de esta cooperación. 

Anexo 2

Ficha sintética de los organismos consultivos en los países socios mediterráneos

Premisa
La función consultiva constituye una realidad muy diversa: en todos los países existen diversos órganos consultivos que asisten a los responsables políticos en cuestiones específicas (desde los consejos científicos y universitarios para la investigación o los comités consultivos sectoriales hasta órganos consultivos de ámbito local o, incluso, de barrio). En esta ficha se tienen en cuenta únicamente los organismos consultivos, de carácter verdaderamente multisectorial, cuyas actividades se inscriben en el proceso de elaboración de las decisiones legislativas; entre los órganos ya instituidos o en vías de creación cabe distinguir dos categorías: a) los organismos consultivos de tipo tripartito clásico (compuestos por empresarios, trabajadores y representantes de intereses diversos) y b) los organismos consultivos de tipo tripartito en los que el gobierno participa con arreglo al sistema de representación de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Así pues, se hablará de tripartidismo "clásico" o de "tripartidismo según el modelo de la OIT".

MARRUECOS
La Constitución prevé un órgano consultivo que no se ha creado hasta la fecha. El CNJA (Conseil National de la Jeunesse et de l'Avenir) ha venido desempeñando parcialmente durante algunos años funciones de carácter consultivo, pero sus actividades están actualmente paralizadas. Existe también una cámara –con funciones consultivas y, en parte, legislativas– que abarca tanto a representantes de los interlocutores sociales como de las autoridades locales. Los interlocutores sociales y algunas otras organizaciones de la sociedad civil insisten en la creación de un verdadero órgano consultivo dotado de una estructura tripartita de tipo "clásico". Algunos representantes del Gobierno marroquí han mostrado recientemente una mayor disposición para debatir este problema. 

ARGELIA
El Consejo Nacional Económico y Social (CNES) es un órgano consultivo permanente de diálogo y concertación en los ámbitos económico, social y cultural. Creado en 1993, este órgano de tipo "OIT" engloba a representantes del mundo de la empresa (pública y privada) y los sindicatos, los agricultores, los entes locales, las comunidades de argelinos en el extranjero y la Administración central, así como a algunas personalidades de relieve en el país.

TÚNEZ
El Consejo Económico y Social tunecino fue creado mediante decreto ley en 1961. Es de tipo "OIT" y en él están representadas las organizaciones profesionales (26 miembros entre empresarios, sindicalistas y agricultores), las organizaciones y las asociaciones (20 miembros entre organizaciones de mujeres, jóvenes, técnicos, agrupaciones familiares y profesiones liberales), un representante por Gobierno territorial (estructuras administrativas locales – 24 miembros), la Administración y las empresas públicas (18 representantes) y el ámbito profesional (de 20 a 30 personalidades de relieve en los ámbitos económico, social, técnico, cultural y jurídico).

EGIPTO
No existe ningún organismo consultivo. Algunos sectores sociales, sobre todo por la parte empresarial, se muestran a favor de su creación. No obstante, el Gobierno no ha lanzado por el momento ninguna señal positiva en ese sentido.

ISRAEL
El Consejo Económico y Social israelí (IESC) fue creado en 1999 con arreglo al modelo tripartito "clásico" y una fuerte presencia de ONG y organizaciones del sector terciario. Tiene poder consultivo y de concertación y, por lo tanto, también constituye un foro de contratación entre las distintas partes. Asimismo, ha asumido recientemente la coordinación de la Plataforma de ONG israelíes, vinculada a la Plataforma no gubernamental Euromediterránea. Desarrolla sus actividades de manera voluntaria al no disponer de un presupuesto de financiación pública.

AP
En los territorios administrados por la Autoridad Palestina se creó en 2003, a iniciativa de algunas organizaciones de la sociedad civil y con el apoyo del CESE, el Consejo Económico y Social palestino (PESC). A la espera de un marco constitucional o de una ley que defina su composición, competencias y modalidades de funcionamiento, el PESC actúa de manera espontánea tanto para solicitar a la Autoridad Palestina que emprenda iniciativas a favor de la sociedad palestina, como para sentar, en colaboración con el IESC, las condiciones necesarias para la cooperación entre ambos consejos al objeto de apoyar en el plano socioeconómico la consecución de la paz en la región (véase el anexo 1).

LÍBANO
Creado en 1995 en el marco del Pacto de reconciliación nacional, el Consejo Económico y Social libanés (CES del Líbano) está compuesto por 61 miembros procedentes de la sociedad civil organizada (empresarios, trabajadores, profesiones liberales, cooperativas, ONG) y por 10 personalidades cualificadas en nombre del Gobierno. Se trata de un tipo híbrido entre el modelo "clásico" y el de "OIT" puesto que el Gobierno no designa a sus representantes directos, sino que se trata de personalidades que, en cualquier caso, responden ante el Gobierno. Sin embargo, el aspecto más interesante del CES libanés estriba en el hecho de que es el único órgano institucionalmente reconocido cuya composición no refleja los clásicos criterios libaneses de división por etnia o religión. Hasta el momento se ha venido encontrando con numerosas dificultades para actuar puesto que sigue a la espera de que se le dote de presupuesto.

JORDANIA
Con el apoyo del CESE y la OIT, se viene trabajando desde 2004 en la planificación de un Consejo Económico y Social jordano, que debería ver la luz antes de que termine el presente año, y que parece configurarse como del tipo "OIT", con presencia directa de representantes del Gobierno. Lo interesante de esta iniciativa es que, aun cuando ha sido emprendida por el Gobierno jordano, éste ha solicitado la valoración y comprensión de las organizaciones de la sociedad civil que han participado en seminarios en Jordania y en misiones formativas e informativas (en Bruselas). El CESE ha seguido esta labor de debate y ha contribuido con dos misiones in situ, durante las cuales ha podido reunirse con distintas organizaciones de la sociedad civil jordana. Cabe destacar que las actividades de las ONG en Jordania se caracterizan por su variedad y vigor, y que la jordana es, por lo general, una sociedad propensa a la autoorganización y a la iniciativa sobre el terreno.

SIRIA
No existe ningún organismo consultivo, pero algunos sectores sociales y un representante del Gobierno han informado al CESE de su interés por emprender un proceso de formación, información y debate con vistas a la creación de un organismo de estas características. Tanto el CESE como la OIT se han puesto plenamente a su disposición para ayudarles en esta iniciativa.

_____________
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� 	Los países objeto de la política europea de vecindad son: en el Mediterráneo: Marruecos, Argelia, Túnez, Libia, Egipto, Jordania, Israel, Cisjordania y Franja de Gaza, Siria y Líbano; en Europa Central y Oriental: Ucrania, Bielorrusia y Moldavia, mientras que para Rusia se han establecido relaciones ad hoc; en la zona de los Estados independientes del Cáucaso meridional: Georgia, Azerbaiyán y Armenia.


�	Véanse los documentos COM(2003) 104 final de 11 de marzo de.2003 sobre la  Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo "Una Europa más amplia. Relaciones con los países vecinos: un nuevo marco para las relaciones con nuestros vecinos del Este y del Sur de Europa", COM(2004) 373 final de 15 de mayo de 2004 sobre la Comunicación de la Comisión "Política europea de vecindad, un documento de estrategia" y COM (2004) 628 final de 29 de septiembre de 2004 sobre una propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se establecen las disposiciones generales relativas a la creación de un Instrumento Europeo de Vecindad y Asociación, así como la Resolución del Parlamento Europeo sobre la Asociación Euromediterránea de 23 de febrero de 2005 (P6-TA-PROV(2005)0046) y la Resolución del Parlamento Europeo sobre la evaluación del proceso de Barcelona (Ponente: Tokia Saïfi).


� 	Véase la "Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se establecen las disposiciones generales relativas a la creación de un Instrumento Europeo de Vecindad y Asociación” - COM(2004) 628 final.


� 	Véase el Documento informativo CESE 217/2003 fin rev. de 25 de septiembre de 2003, presentado durante la cumbre socioprofesional de Malta en noviembre de 2003.


� 	Como demostró claramente A. SEN, Premio Nobel de Economía, en su ensayo "Other people’s democracy: why freedom is not a Western invention" (Mondadori, 2004).


� 	Dejando de lado las dificultades económicas derivadas, sobre todo, de la actual fase de bajo crecimiento, no se puede olvidar que la fortaleza económica de Alemania debe mucho al sistema de la “Mitbestimmung”, es decir, la participación de los representantes de los trabajadores en las decisiones de las empresas. La reforma de los sistemas de bienestar llevada a cabo en algunos países del norte de Europa no habría podido hacerse sin una contribución participativa de los agentes sociales. El ajuste de los parámetros macroeconómicos que ha permitido a Italia formar parte del grupo de países del euro no habría podido realizarse sin un consenso social construido de manera concertada entre el gobierno y los interlocutores sociales. Análogamente, la concertación ha contribuido de manera decisiva a que Irlanda registrara en los años noventa un fuerte crecimiento y un notable desarrollo económico y social . La sensibilidad de las organizaciones medioambientales en muchos países (sobre todo nórdicos, pero también en los Países Bajos y en Austria, por ejemplo) contribuye a desarrollar políticas útiles para todos los ciudadanos y para las propias empresas, a las que se incita a prevenir los riesgos y evitar así tener que resarcirlos a costes más elevados. La lista de ejemplos podría prolongarse indefinidamente.


� 	Documento informativo de la Sección Especializada de Relaciones Exteriores sobre "La política de innovación de las PYME y del artesanado" (ponente: Sr. Pezzini), 7 de agosto de 2000 (CES 396/2000 fin).


�	Documento informativo CESE 217/2003 fin rev, de 25 de septiembre de 2003 (ponente: Sr. Dimitriadis) y, en particular, los puntos 35 y 36.1.  
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